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El 11 de julio de 2011 tuvo 
lugar el solemne acto de 
inauguración del Curso de 

Formación Judicial Especializada 
sobre El Control de la Constitucio-
nalidad de las Leyes, en el Salón 
de Plenos del Ayuntamiento de 
Cádiz; un curso que se desarro-
lla dentro del programa Aula Ibe-
roamericana 2011 y que organi-
zan conjuntamente la corporación 
gaditana y el Consejo General del 
Poder Judicial.
 

La asistencia a este curso de formación estuvo compuesta por Magistrados y Jueces de 
diversos países caribeños y centro y sudamericanos, así como por operadores jurídicos y 
profesionales del Derecho de nuestro país; entre los que se encontraban los Graduados 
Sociales. Convirtiendo esta acción de formación en un verdadero foro de intercambio y en-
riquecimiento cultural y jurídico entre España y los países iberoamericanos.
 
El acto estuvo presidido por nuestro Presidente –y, a la vez, Alcalde accidental de la ciu-
dad–  José Blas Fernández Sánchez, al que le acompañaban el vocal del CGPJ,  Manuel 
Torres Vela; el Magistrado del Tribunal Constitucional, Pablo Pérez Tremps, y el Presidente 
de la Audiencia Provincial, Manuel Mª Estrella Ruiz, quienes resaltaron la importancia del 
constitucionalismo español, siendo muy reconocidos por los distintos Magistrados repre-
sentantes de los Altos Tribunales de los Estados iberoamericanos presentes en el curso.
  
La Conferencia sobre el Control de la Constitucionalidad de las Leyes fue impartida por el Magis-
trado del Tribunal Constitucional, Pablo Pérez Tremps, que puso de manifiesto toda la trayectoria 
constitucional e hizo una comparación con las distintas Constituciones de otros países, no olvi-
dando mencionar la Constitución de Cádiz, tan considerada en todos los países de habla hispana.
 
Entre los asistentes acudieron numerosos Graduados Sociales que dejaron muy alto el pa-
bellón que la profesión posee como juristas en el ámbito laboral y mercantil, departiendo 
con algunos Magistrados especialistas en el orden social sobre la importancia que tiene la 
Constitución sobre las leyes orgánicas y ordinarias.

Solo en 2010, los 7 juzgados de lo social de nuestra provincia –3 en Cádiz, 3 en Jerez y 1 
en Algeciras– atendieron unos 1.000 asuntos cada uno; si a esa cifra le sumamos la ele-
vada tasa de paro gaditana –y, por lo tanto, de desempleados– más los ERE y el cierre 

de empresas, el resultado de la delicada situación laboral provincial tiene como consecuen-
cia una avalancha de casos ante la jurisdicción de lo social; lo que a su vez se traduce en que 
a muchas de las demandas presentadas se les están señalando fechas para acudir a los tribu-
nales de finales de 2013 e incluso de comienzos de 2014; y eso teniendo suerte porque hay 
causas de 2009 y 2010 que ni siquiera tienen aún fecha de juicio. Así lo explicó nuestro Pre-
sidente, José Blas Fernández, y apareció la noticia a dos páginas por su importancia en Diario 
de Cádiz, Diario de Jerez y Europa Sur del pasado 17 de octubre de 2011. De forma gráfica, la 
situación se resume así: Si me despiden, hago primero la conciliación, después la demanda de 
despido, espero a que me cite el juzgado, se da audiencia, si la empresa no aparece la tienen que 
citar en el BOE, se celebra juicio, dictan la sentencia y después se ejecuta; y si no existe la empresa, 
paga el Fogasa. Así pueden pasar 4 o 5 años para cobrar. Un verdadero drama humano del 
que nos ocuparemos más extensamente en el próximo número de Avante Social.

La Mesa de la Co-
misión de Empleo 
del Parlamento 

de Andalucía solicitó a 
nuestro  Consejo An-
daluz de Colegios de 
Graduados Sociales, 
la comparecencia de 
un representante para 
aportar ideas al Proyec-
to de Ley Andaluza de 
Promoción del Trabajo Autónomo que se encuentra en pleno trámite parlamentario.
 
El Pleno del Consejo delegó su representación en el Presidente del Colegio ga-
ditano,  José Blas Fernández Sánchez, que compareció en Sevilla ante nuestro 
legislativo, el 5 de octubre de 2011, para exponer a los diputados autonómicos 
su parecer en nombre del colectivo al que representa. Allí les expuso la trayec-
toria profesional de los Graduados Sociales aglutinados en los ocho Colegios de 
Andalucía y el papel que desempeñan como asesores jurídicos de las pymes y mi-
cropymes, y también de los autónomos en general; señalando que este proyecto 
de Ley va a influir mucho en los 450.000 autónomos (67% de hombres y 33% de 
mujeres) existentes en Andalucía, contribuyendo a vertebrar el desarrollo produc-
tivo de la región.
 
José Blas intervino para desarrollar el papel de los autónomos económicamente de-
pendientes –que son los que al menos reciben el 75% de sus ingresos por rendimien-
tos de trabajo de un único cliente- exponiendo el acuerdo para que las discrepancias 
entre el autónomo principal y el que sea económicamente dependiente se diriman en 
Andalucía mediante un Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos del Trabajo 
Autónomo Económicamente Dependiente.
 
Asimismo, mostró su disconformidad con el proyecto de Ley por no recoger direc-
tamente a los más de 150.000 profesionales liberales que también son autónomos y 
que tienen una representatividad y evolución en el mercado laboral como empren-
dedores, tanto o más que las asociaciones de autónomos existentes, implantadas 
hoy en día en Andalucía. Recordó tanto el papel de los socios de las mercantiles 
–donde también aparecen como autónomos y son una figura olvidada en este pro-
yecto de Ley– como la necesidad de establecer el denominado Consejo del Autóno-
mo, un órgano que sirviese para llevar a cabo, en función del número de afiliados, las 
subvenciones para fondos de formación y ayudas a emprendedores, al igual que lo 
ha hecho el Ministerio de Trabajo en el 2010, año en el que repartió a las asociacio-
nes OPA, UPTA-UGT, CCOO y ATA, en exclusiva la cuantía de 12,9 millones de euros 
en subvenciones hoy controvertidas y polémicas, según se ha sabido por los medios 
de comunicación.
 
Los distintos Grupos Parlamentarios agradecieron al compareciente los conoci-
mientos sobre la materia y tomaron en consideración todas aquellas cuestiones que 
planteó, comprometiéndose a incluir como enmiendas en dicho proyecto de Ley las 
advertencias y alegaciones expuestas.
 
Con el Presidente de nuestro Colegio acudieron, entre otros, los representantes de 
Asociaciones de Autónomos de Andalucía; el Jefe Territorial del Cuerpo Superior de 
Inspectores de Trabajo, Víctor de Santos Sánchez, y el representante de la Sociedad 
Española de Evaluación de Políticas Públicas, José Luis Osuna Llaneza.
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NECROLÓGICAS

El 7 de agosto de 2011 falleció nuestro compañero y ex-miembro de esta Junta de 
Gobierno,  Lorenzo Delgado Correa, tras una larga enfermedad. Siempre tuvo su 
despacho en Chiclana de la Frontera y su hijo, Lorenzo Delgado Jiménez continúa 

su trayectoria profesional. Enviamos nuestro pesar a su viuda e hijos y lamentamos la 
pérdida de este gran compañero y amigo.

Un mes más tarde, en la madrugada del 14 de septiembre de 2011 también nos des-
pedimos de nuestro compañero de profesión  Antonio Carvajal Alcaide, que tuvo el 
honor de ser cofundador de nuestro Colegio en 1971 y ocupó la tesorería y contaduría 
de nuestra Junta de Gobierno durante varios mandatos. En palabras de nuestro Presi-
dente: siendo muy joven, compartí con Antonio muy buenos momentos profesionales, me 
ha llenado de dolor su desaparición de quien fue un gran compañero, un gran profesional 
y un amigo de todos. A sus 92 años nos ha dejado y con su marcha no podremos olvidar el 
recuerdo hacia su figura. Desde aquí le damos el pésame a sus hijas Inmaculada y Aurora, 
también compañeras nuestras. Descanse en paz uno de los pilares de nuestra profesión 
y en especial de nuestro Colegio.

LA MAGISTRADA NURIA ORELLANA ES 
REELEGIDA JUEZ DECANA DE CÁDIZ

La Magistrada Nuria Auxiliadora Orellana Cano, titular del juzgado de lo mercantil nº 
1 de Cádiz, ha sido reelegida por sus compañeros como Magistrada Juez Decana 
de los juzgados gaditanos, lo que pone de manifiesto su valía, trabajo y entrega a 

favor de la judicatura.
 
Los Graduados Sociales tenemos el honor de que sea Colegiada Emérito de nuestro Co-
legio, distinción que le será entregada a finales de noviembre de 2011 en el acto solemne 
que anualmente celebra esta Corporación, para tomar juramento o promesa a los nuevos 
colegiados que se han incorporado durante el presente año.

Desde estas páginas queremos transmitirle nuestra más sincera enhorabuena, deseán-
dole que siga cosechando éxitos y aciertos en su difícil papel de titular del juzgado de 
lo mercantil de Cádiz.

APORTAMOS IDEAS AL PROYECTO DE LEY 
ANDALUZA DE PROMOCIÓN DEL TRABAJO 
AUTÓNOMO

CURSO DE derecho CONSTITUCIONAL

La saturación del orden social 
obliga a señalar vistas en 2014

REESTRUCTURACIÓN DE LAS COMISIONES 
INFORMATIVAS DEL COLEGIO

En el punto 4º de la sesión de la Junta de Gobierno celebrada el pasado 26 de julio 
de 2011, se llevó a cabo la reestructuración de las Comisiones Informativas de este 
Colegio; a continuación, os informamos de cómo han quedado constituidas:

Comisión de ética y honorarios
•	 Presidente: Ángel Luis Serrano Casal.
•	 Miembros: Federico Gómez Maline, Jesús Sánchez Caro, Joaquín Vigo Montero y Elena 

Muñoz Manella.

Comisión de intrusismo
•	 Presidente: Manuel Carlos Raposo Lagóstena. 
•	 Miembros: Juan Carlos Cabrera Pascua, Juan Antonio Contreras Jiménez, Juana Solano 

Téllez y Javier Ponciano Vidal.

Comisión de Relaciones Públicas
•	 Presidente: Juan José Álvarez Leiva. 
•	 Miembros: Rosario Galiana Vigo, Francisco Benítez de la Calle, Ángeles María Moreno 

Virués y Juana María Vela Molina.

Comisión de Cultura
•	 Presidente: Jesús Puente Álvarez.
•	 Miembros: Francisca Aragón Torres, María del Mar Cornejo Esteban y Arturo Paz Rivas.
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El Palacio de Congresos de Cádiz acogió el 9 de julio de 2011 la graduación de los nuevos 
diplomados y licenciados pertenecientes a la Facultad de Ciencias del Trabajo de la Uni-
versidad de Cádiz. El acto estuvo presidido por el Vicerector de alumnos, David Almorza, 

acompañado –entre otras autoridades– por la Decana de la Facultad, Francisca Fuentes, y el 
Presidente del Colegio de Graduados Sociales, José Blas Fernández. 

Timón Lab  ral
Circular del Excmo. Colegio de Graduados Sociales de Cádiz

LAS 10 CLAVES DE LA NUEVA LEY DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL 
(Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social; BOE del 11)

Encuentro de los Graduados 
Sociales con la TGSS

La Tesorería General de la Seguridad Social organizó en el mes de julio unas jornadas in-
formativas sobre el Sistema RED (Remisión Electrónica de Datos) para Graduados Socia-
les, al considerarnos el principal colectivo y el más importante que trabaja con el sistema 

de la Seguridad Social para llevar a cabo toda la calidad de los distintos servicios que diaria-
mente son necesarios para armonizar las cotizaciones y sistemas telemáticos de toda la TGSS. 
 
La apertura de las jornadas estuvo a cargo del Director Provincial, Miguel López Aranda, y del 
Presidente del Colegio gaditano, José Blas Fernández Sánchez, poniendo de manifiesto toda 
la actualización del sistema y la importancia de éste para todos los que están inmersos en sus 
cotizaciones en los distintos regímenes de la Seguridad Social.

Las jornadas fueron impartidas por funcionarios cualificados que han dejado constancia de 
los conocimientos en estas materias de los Graduados Sociales, ya que estos –desde sus des-
pachos profesionales– sintetizan y dan un servicio de calidad a todo el sistema de la Seguri-
dad Social. No olvidemos que más del 90% de las empresas de esta provincia se encuentran 
en manos de este colectivo, asesorándolas jurídicamente y realizando un trabajo inmejorable 
para el sistema de la Seguridad Social.

JURAMENTO Y ENTREGA DE DISTINCIO-
NES EN LA AUDIENCIA PROVINCIAL

Bajo la presidencia del Magistrado-titular de la Audiencia Provincial de Cádiz, Manuel 
Mª Estrella Ruiz, y del Presidente de nuestra Corporación, José Blas Fernández Sán-
chez –acompañados de los Magistrados de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 

de Andalucía, Francisco Carmona Pozas, y Carmen Cumbre Castro, titular del juzgado de lo 
social nº 1 de Cádiz– el 26 de julio de 2011 se llevó a cabo, en una de las salas de vistas de 
la Audiencia Provincial, el solemne acto del juramento de los nuevos Vocales de la Junta de 
Gobierno elegidos el pasado 30 de junio: Luis Carrasco Quiñones, Federico Gómez Ma-
line y Juan Carlos Cabrera Pascua que se incorporan como miembros de la Junta de Go-
bierno con los cargos de Vicepresidente segundo, Vicesecretario y Vocal, respectivamente.

Tras su juramento, les fue impuesta la medalla de oro del Consejo General de Colegios 
Oficiales de Graduados Sociales de España al Vicepresidente primero, Ángel Luis Serra-
no Casal, y al ex Tesorero, Fernando M. Arjona González, para quienes el Presidente del 
Colegio hizo su laudatio, reconociendo su trayectoria profesional y su ejercicio de la profe-
sión con un expediente inmaculado, valorando a los homenajeados por la labor que han 
desempeñado y por la constancia mantenida durante largos periodos como miembros 
de la Junta de Gobierno en favor de una profesión jurídica y como pilares que han sido de 
los logros tenidos hasta el momento. También resaltó los valores de quienes tras años de 
ejercicio son colaboradores de los tribunales y administradores de la justicia social. Poste-
riormente, felicitó a los nuevos Vocales alentándoles en su labor de mejora de la profesión. 
 
Cerró el acto el Presidente de la Audiencia felicitando a los homenajeados y a los nuevos 
Vocales y manifestando la importancia de la profesión de Graduado Social en el mundo 
jurídico laboral como asesor en materias socio-laborales, de Seguridad Social, prevención 
de riesgos laborales y figura procesal en los ámbitos social y mercantil, tan necesaria hoy. 
En su parlamento manifestó que si bien esta profesión es antigua en sus orígenes, es a 
su vez moderna en su actividad, siendo en el siglo XXI de gran actualidad y con enormes 
perspectivas, habiendo conseguido grandes logros gracias a sus rectores, siendo su pres-
tigio y capacidad reconocidos en todos los ámbitos en los que se desenvuelve.

GRADUACIÓN EN LA FACULTAD 
DE CIENCIAS DEL TRABAJO

1. Contexto: La configuración de los mecanismos de solución de los conflictos y reclamaciones 
en el ámbito laboral, en particular la determinación de las reglas específicas de procedimiento, 
integran esa especialidad del Derecho del Trabajo, reconocida en nuestro país desde antiguo, 
a través de las normas de procedimiento laboral, caracterizadas por su agilidad, flexibilidad 
y capacidad de adaptación, y también por posibilitar una más rápida y eficaz resolución de 
conflictos, así como por las amplias potestades del juez o tribunal de dirección del proceso y la 
proximidad e inmediación de aquéllos respecto de las partes y del objeto litigioso.

2. Aspiración: La norma aspira tanto a ofrecer una mayor y mejor protección a los trabajado-
res y a los beneficiarios de la Seguridad Social, fortaleciendo la tutela judicial en un espacio 
vertebrador de la vida social y económica como reforzar la seguridad jurídica del marco de 
encuentro entre los operadores sociales y económicos, así como en la actuación de las enti-
dades u organismos gestores o colaboradores de las referidas prestaciones sociales.

3. Estructura: Mantiene la estructura de su antecesora: el Texto Refundido de la Ley de Proce-
dimiento Laboral, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril. 

4. Ejes de las modificaciones: Por un lado, se modifica el ámbito de conocimiento del orden 
jurisdiccional social –que se amplía, racionaliza y clarifica respecto a la normativa anterior– con-
centrando en el orden social, por su mayor especialización, el conocimiento de todas aquellas ma-
terias que, de forma directa o por esencial conexión, puedan calificarse como sociales; y por otro 
lado, esta Ley tiene una inequívoca voluntad modernizadora del procedimiento, con el objetivo de 
mejorar su calidad y hacer más eficiente y ágil el servicio, racionalizando y fijando un nuevo texto 
normativo consolidado y actualizado a la realidad de la organización actual del trabajo (ajustando 
la normativa procesal social a las previsiones de la supletoria Ley de Enjuiciamiento Civil, así como 
a la interpretación efectuada por la jurisprudencia social y constitucional de la normativa procesal 
social); asimismo, se añaden otras mejoras técnicas (se agiliza la tramitación procesal a partir del 
establecimiento de un conjunto de medidas como las disposiciones especiales sobre acumula-
ción y reparto, en materias relativas a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, supre-
sión de trámites superfluos o eliminación de traslados materiales de actuaciones innecesarios con 
las nuevas tecnologías) y adaptaciones a la normativa vigente, racionalizando el proceso en la fase 
del recurso de suplicación (actualizando sus cuantías y ajustándolo a las nuevas competencias). 

5. Objetivo: Establecer, ampliar, racionalizar y definir con mayor claridad el ámbito de cono-
cimiento del orden jurisdiccional social, con fundamento en su mayor especialización, cono-
cimiento más completo de la materia social y marco procesal especialmente adecuado a los 
intereses objeto de tutela de este orden.

6. Tutela judicial efectiva y protección de los intereses de las partes: La Ley recoge una serie 
de reglas sobre la carga probatoria (en especial en materia de accidentes de trabajo) conforme 
a la jurisprudencia social, para garantizar la igualdad entre las partes. Asimismo, regula la posi-
ble utilización de procedimientos de presentación y de formularios, que faciliten la labor de los 
interesados y profesionales, y los procedimientos de señalamiento inmediato de la vista, que 
igualmente puedan establecerse, así como la formulación de peticiones iniciales monitorias, 
en supuestos de presumible determinación, liquidez y falta de controversia de la deuda y con 
aportación de un principio de prueba al respecto que, en caso de oposición, dará lugar a la 
conversión del procedimiento en ordinario. Todo ello en relación con la nueva estructura de la 
oficina judicial y reforzando la presencia en juicio del Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) y de 
las entidades gestoras y colaboradoras, en su función de velar por los intereses públicos.

7. Novedades del Libro I:
o	En el Título I, el Capítulo I delimita las materias que son conocidas por los órganos de la 

jurisdicción social. El Capítulo II recoge las normas generales de competencia de juzgados 
y tribunales del orden social, concretando éstas para cada órgano. El Capítulo III se refiere 
a los conflictos y cuestiones de competencia, ordenando la forma de resolverlos cuando se 
produzcan entre los órganos jurisdiccionales del orden social y los de otros órdenes, sin que 
se hayan introducido modificaciones respecto de la regulación anterior (sigue remitiéndo-
se a las normas de la LEC). El Título II contiene las normas relativas a las partes procesales. 
El Capítulo I regula los requisitos de capacidad y legitimación procesal. En el Capítulo II, 
relativo a la representación y defensa procesales, respetando los principios generales de 
nuestro ordenamiento jurídico, se introducen novedades cuya finalidad es evitar prácticas 
de desacumulación de demandas cuando las acciones ejercitadas son legalmente acumu-
lables. Se introduce un nuevo párrafo en el Art. 19 para facilitar la atribución de capacidad 
procesal a la representación unitaria o sindical cuando la demanda pueda afectar a todos 
o a la mayor parte de los trabajadores de una empresa. El Capítulo III contiene las normas 
relativas a la intervención y llamada a juicio del FOGASA.

o	El Título III se refiere a la acumulación de acciones, procesos y recursos, con importantes 
novedades respecto de la acumulación de acciones, todas ellas tendentes a garantizar una 
mayor coherencia en la respuesta judicial, eficiencia y agilidad en la resolución de los liti-
gios que se planteen ante la jurisdicción social, particularmente en procesos derivados de 
accidentes de trabajo y otros relacionados entre sí, como las distintas impugnaciones de un 
mismo acto o resolución, o la impugnación de distintos actos empresariales coetáneos con 
significación extintiva, al igual que el planteamiento y resolución conjunta de las acciones 
de despido y de salarios pendientes de abono en ese momento, salvo cuando se compro-
meta la prioritaria resolución sobre el despido.

o	El Título IV regula los actos procesales, su principal novedad es la adición entre los procesos 
en que los días del mes de agosto deben considerarse hábiles, de los relativos a procesos de 
impugnación de resoluciones administrativas en los ERE, así como de suspensión del contra-
to o reducción de jornada por diversas causas. El Art. 50 ha simplificado los supuestos en que 
procede dictar sentencia oral.

o	En el Título V se contienen normas orientadas a evitar el proceso: El Capítulo I incluye la refe-
rencia a la mediación y a los laudos arbitrales. El II regula el agotamiento de la vía administrativa 
previa a la vía judicial (en la legislación anterior se mencionaba tan sólo la reclamación previa 
a la vía judicial, en relación con los litigios entre la Administración y sus trabajadores o entre la 
Administración de Seguridad Social, sus entidades gestoras y sus beneficiarios) y ahora ha sido 
modificado a fin de comprender las diversas formas de agotamiento de la vía administrativa 
por medio de recurso administrativo ordinario como consecuencia de la atracción al orden so-
cial del conocimiento sobre los recursos contra resoluciones administrativas en materia laboral.

o	En el Título VI se regulan los principios del proceso, así como los deberes procesales.

8. Novedades del Libro II:
o	El Título I contiene las especialidades relativas al proceso ordinario. Se ha ampliado el Art. 76 

para hacer referencia a la legitimación y la posibilidad de proporcionar normas de utilidad 
para los supuestos en los que deba determinarse el empresario o unidad empresarial res-
ponsables, para poder formular correctamente la demanda. El Art. 81 contiene importantes 
novedades que enlazan con las nuevas funciones de los secretarios judiciales en la nueva 
oficina judicial (se le atribuye la comprobación de la concurrencia de los requisitos procesales 
necesarios, sin introducir una distinción entre defectos sustantivos y formales; asimismo, ha 
de advertir a las partes, para su subsanación de posibles defectos en la demanda; y ha de dar 
cuenta al juez o tribunal para que resuelva la posible falta de jurisdicción competencia). En 
materia de prueba, el juez o tribunal resolverá sobre la pertinencia de las pruebas propuestas 
y determinará la naturaleza y clase de cada una de ellas.

o	El Título II contiene la regulación relativa a las modalidades procesales, estableciéndose la regla 
general de la transformación del proceso a la modalidad adecuada y excluyendo, en la medida de 
lo posible, los pronunciamientos absolutorios por inadecuación de procedimiento y la remisión 
a un ulterior proceso, aunque respetando en su mayor parte la regulación vigente hasta ahora. 
También se regulan los procesos que afectan a las materias electorales  y los procesos relativos a 
la clasificación profesional, movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de las condiciones 
de trabajo, así como los derechos de conciliación de la vida personal y familiar, favoreciendo la 
aplicación de los criterios convencionales y de las medidas promocionales de la igualdad y los 
procesos relativos a Seguridad Social, incluida la protección por desempleo. El Capítulo VI, sobre 
los procesos en materia de Seguridad Social, se mantiene la doble vía de reclamación previa u 
otras formas de agotamiento de la vía administrativa en sentido amplio. En el Capítulo VII, relativo 
al procedimiento de oficio y al de impugnación de actos administrativos en materia laboral, se 
ha llevado a cabo una labor de coordinación de los supuestos encuadrables en el primero y se 
regula específicamente una nueva modalidad procesal, a partir de una demanda contencioso-
laboral análoga al recurso contencioso-administrativo anteriormente tramitado en dicho orden 
jurisdiccional, que sirve de cauce a la impugnación de los actos administrativos en materia laboral.

9. Novedades del Libro III: Contiene el régimen relativo a los medios de impugnación (recursos 
contra providencias, autos, diligencias de ordenación, decretos y sentencias). Las principales nove-
dades en este ámbito comprenden, en primer lugar, el reconocimiento de legitimación para recurrir 
también a la parte favorecida aparentemente por el fallo, de acuerdo con los criterios constitucio-
nales sobre la afectación real o gravamen causado por el pronunciamiento; en segundo lugar, la re-
gulación de un trámite de impugnación eventual de la sentencia por parte de la recurrida, cuando 
pretenda alegar otros fundamentos distintos de los aplicados por la recurrente, para el caso de que 
estos últimos no sean convincentes para el tribunal que conoce del recurso, con posibilidad de ale-
gaciones de la recurrente al respecto, de nuevo de acuerdo con criterios de la doctrina constitucio-
nal; y, por último, la interposición e impugnación del recurso ante el tribunal autor de la sentencia 
recurrida, remitiendo al Tribunal Supremo el recurso ya tramitado sin previo emplazamiento ante 
el mismo, según la positiva experiencia resultante de la tramitación tradicionalmente aplicada para 
la suplicación. En el Título IV, que regula el recurso de casación para unificación de doctrina, se han 
tratado de superar los tradicionales obstáculos que venían dados por la exigencia del requisito de 
contradicción de sentencias que dificultaba y retrasaba el acceso, lo que se intenta corregir dando 
legitimación al Ministerio Fiscal para recurrir en defensa de la legalidad en supuestos trascendentes 
aun cuando no concurra aquel presupuesto.

10. Novedades del Libro IV: Regula las normas relativas a la ejecución de sentencias. Destaca 
la adaptación a las particularidades de la nueva oficina judicial en cuanto a la distribución de 
funciones en el seno de los juzgados y tribunales, y muy especialmente, la atribución de com-
petencias específicas en materia de ejecución a los secretarios judiciales. Se han introducido 
también mejoras técnicas para equiparar plenamente, a efectos de la ejecución definitiva, 
todos los títulos ejecutivos laborales, tanto los constituidos con intervención judicial como los 
constituidos sin intervención judicial. Se regula por primera vez la posibilidad de ejecución de 
determinadas sentencias dictadas en procesos de conflicto colectivo cuando puedan determi-
narse los afectados y la posibilidad de transacción en la ejecución, con las necesarias cautelas 
para asegurar la efectividad de lo juzgado.

Como establece la disposición final séptima, La presente Ley entrará en vigor a los dos meses 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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El 11 de julio de 2011 tuvo 
lugar el solemne acto de 
inauguración del Curso de 

Formación Judicial Especializada 
sobre El Control de la Constitucio-
nalidad de las Leyes, en el Salón 
de Plenos del Ayuntamiento de 
Cádiz; un curso que se desarro-
lla dentro del programa Aula Ibe-
roamericana 2011 y que organi-
zan conjuntamente la corporación 
gaditana y el Consejo General del 
Poder Judicial.
 

La asistencia a este curso de formación estuvo compuesta por Magistrados y Jueces de 
diversos países caribeños y centro y sudamericanos, así como por operadores jurídicos y 
profesionales del Derecho de nuestro país; entre los que se encontraban los Graduados 
Sociales. Convirtiendo esta acción de formación en un verdadero foro de intercambio y en-
riquecimiento cultural y jurídico entre España y los países iberoamericanos.
 
El acto estuvo presidido por nuestro Presidente –y, a la vez, Alcalde accidental de la ciu-
dad–  José Blas Fernández Sánchez, al que le acompañaban el vocal del CGPJ,  Manuel 
Torres Vela; el Magistrado del Tribunal Constitucional, Pablo Pérez Tremps, y el Presidente 
de la Audiencia Provincial, Manuel Mª Estrella Ruiz, quienes resaltaron la importancia del 
constitucionalismo español, siendo muy reconocidos por los distintos Magistrados repre-
sentantes de los Altos Tribunales de los Estados iberoamericanos presentes en el curso.
  
La Conferencia sobre el Control de la Constitucionalidad de las Leyes fue impartida por el Magis-
trado del Tribunal Constitucional, Pablo Pérez Tremps, que puso de manifiesto toda la trayectoria 
constitucional e hizo una comparación con las distintas Constituciones de otros países, no olvi-
dando mencionar la Constitución de Cádiz, tan considerada en todos los países de habla hispana.
 
Entre los asistentes acudieron numerosos Graduados Sociales que dejaron muy alto el pa-
bellón que la profesión posee como juristas en el ámbito laboral y mercantil, departiendo 
con algunos Magistrados especialistas en el orden social sobre la importancia que tiene la 
Constitución sobre las leyes orgánicas y ordinarias.

Solo en 2010, los 7 juzgados de lo social de nuestra provincia –3 en Cádiz, 3 en Jerez y 1 
en Algeciras– atendieron unos 1.000 asuntos cada uno; si a esa cifra le sumamos la ele-
vada tasa de paro gaditana –y, por lo tanto, de desempleados– más los ERE y el cierre 

de empresas, el resultado de la delicada situación laboral provincial tiene como consecuen-
cia una avalancha de casos ante la jurisdicción de lo social; lo que a su vez se traduce en que 
a muchas de las demandas presentadas se les están señalando fechas para acudir a los tribu-
nales de finales de 2013 e incluso de comienzos de 2014; y eso teniendo suerte porque hay 
causas de 2009 y 2010 que ni siquiera tienen aún fecha de juicio. Así lo explicó nuestro Pre-
sidente, José Blas Fernández, y apareció la noticia a dos páginas por su importancia en Diario 
de Cádiz, Diario de Jerez y Europa Sur del pasado 17 de octubre de 2011. De forma gráfica, la 
situación se resume así: Si me despiden, hago primero la conciliación, después la demanda de 
despido, espero a que me cite el juzgado, se da audiencia, si la empresa no aparece la tienen que 
citar en el BOE, se celebra juicio, dictan la sentencia y después se ejecuta; y si no existe la empresa, 
paga el Fogasa. Así pueden pasar 4 o 5 años para cobrar. Un verdadero drama humano del 
que nos ocuparemos más extensamente en el próximo número de Avante Social.

La Mesa de la Co-
misión de Empleo 
del Parlamento 

de Andalucía solicitó a 
nuestro  Consejo An-
daluz de Colegios de 
Graduados Sociales, 
la comparecencia de 
un representante para 
aportar ideas al Proyec-
to de Ley Andaluza de 
Promoción del Trabajo Autónomo que se encuentra en pleno trámite parlamentario.
 
El Pleno del Consejo delegó su representación en el Presidente del Colegio ga-
ditano,  José Blas Fernández Sánchez, que compareció en Sevilla ante nuestro 
legislativo, el 5 de octubre de 2011, para exponer a los diputados autonómicos 
su parecer en nombre del colectivo al que representa. Allí les expuso la trayec-
toria profesional de los Graduados Sociales aglutinados en los ocho Colegios de 
Andalucía y el papel que desempeñan como asesores jurídicos de las pymes y mi-
cropymes, y también de los autónomos en general; señalando que este proyecto 
de Ley va a influir mucho en los 450.000 autónomos (67% de hombres y 33% de 
mujeres) existentes en Andalucía, contribuyendo a vertebrar el desarrollo produc-
tivo de la región.
 
José Blas intervino para desarrollar el papel de los autónomos económicamente de-
pendientes –que son los que al menos reciben el 75% de sus ingresos por rendimien-
tos de trabajo de un único cliente- exponiendo el acuerdo para que las discrepancias 
entre el autónomo principal y el que sea económicamente dependiente se diriman en 
Andalucía mediante un Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos del Trabajo 
Autónomo Económicamente Dependiente.
 
Asimismo, mostró su disconformidad con el proyecto de Ley por no recoger direc-
tamente a los más de 150.000 profesionales liberales que también son autónomos y 
que tienen una representatividad y evolución en el mercado laboral como empren-
dedores, tanto o más que las asociaciones de autónomos existentes, implantadas 
hoy en día en Andalucía. Recordó tanto el papel de los socios de las mercantiles 
–donde también aparecen como autónomos y son una figura olvidada en este pro-
yecto de Ley– como la necesidad de establecer el denominado Consejo del Autóno-
mo, un órgano que sirviese para llevar a cabo, en función del número de afiliados, las 
subvenciones para fondos de formación y ayudas a emprendedores, al igual que lo 
ha hecho el Ministerio de Trabajo en el 2010, año en el que repartió a las asociacio-
nes OPA, UPTA-UGT, CCOO y ATA, en exclusiva la cuantía de 12,9 millones de euros 
en subvenciones hoy controvertidas y polémicas, según se ha sabido por los medios 
de comunicación.
 
Los distintos Grupos Parlamentarios agradecieron al compareciente los conoci-
mientos sobre la materia y tomaron en consideración todas aquellas cuestiones que 
planteó, comprometiéndose a incluir como enmiendas en dicho proyecto de Ley las 
advertencias y alegaciones expuestas.
 
Con el Presidente de nuestro Colegio acudieron, entre otros, los representantes de 
Asociaciones de Autónomos de Andalucía; el Jefe Territorial del Cuerpo Superior de 
Inspectores de Trabajo, Víctor de Santos Sánchez, y el representante de la Sociedad 
Española de Evaluación de Políticas Públicas, José Luis Osuna Llaneza.

Sudoku

La solución en el próximo 
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NECROLÓGICAS

El 7 de agosto de 2011 falleció nuestro compañero y ex-miembro de esta Junta de 
Gobierno,  Lorenzo Delgado Correa, tras una larga enfermedad. Siempre tuvo su 
despacho en Chiclana de la Frontera y su hijo, Lorenzo Delgado Jiménez continúa 

su trayectoria profesional. Enviamos nuestro pesar a su viuda e hijos y lamentamos la 
pérdida de este gran compañero y amigo.

Un mes más tarde, en la madrugada del 14 de septiembre de 2011 también nos des-
pedimos de nuestro compañero de profesión  Antonio Carvajal Alcaide, que tuvo el 
honor de ser cofundador de nuestro Colegio en 1971 y ocupó la tesorería y contaduría 
de nuestra Junta de Gobierno durante varios mandatos. En palabras de nuestro Presi-
dente: siendo muy joven, compartí con Antonio muy buenos momentos profesionales, me 
ha llenado de dolor su desaparición de quien fue un gran compañero, un gran profesional 
y un amigo de todos. A sus 92 años nos ha dejado y con su marcha no podremos olvidar el 
recuerdo hacia su figura. Desde aquí le damos el pésame a sus hijas Inmaculada y Aurora, 
también compañeras nuestras. Descanse en paz uno de los pilares de nuestra profesión 
y en especial de nuestro Colegio.

LA MAGISTRADA NURIA ORELLANA ES 
REELEGIDA JUEZ DECANA DE CÁDIZ

La Magistrada Nuria Auxiliadora Orellana Cano, titular del juzgado de lo mercantil nº 
1 de Cádiz, ha sido reelegida por sus compañeros como Magistrada Juez Decana 
de los juzgados gaditanos, lo que pone de manifiesto su valía, trabajo y entrega a 

favor de la judicatura.
 
Los Graduados Sociales tenemos el honor de que sea Colegiada Emérito de nuestro Co-
legio, distinción que le será entregada a finales de noviembre de 2011 en el acto solemne 
que anualmente celebra esta Corporación, para tomar juramento o promesa a los nuevos 
colegiados que se han incorporado durante el presente año.

Desde estas páginas queremos transmitirle nuestra más sincera enhorabuena, deseán-
dole que siga cosechando éxitos y aciertos en su difícil papel de titular del juzgado de 
lo mercantil de Cádiz.

APORTAMOS IDEAS AL PROYECTO DE LEY 
ANDALUZA DE PROMOCIÓN DEL TRABAJO 
AUTÓNOMO

CURSO DE derecho CONSTITUCIONAL

La saturación del orden social 
obliga a señalar vistas en 2014

REESTRUCTURACIÓN DE LAS COMISIONES 
INFORMATIVAS DEL COLEGIO

En el punto 4º de la sesión de la Junta de Gobierno celebrada el pasado 26 de julio 
de 2011, se llevó a cabo la reestructuración de las Comisiones Informativas de este 
Colegio; a continuación, os informamos de cómo han quedado constituidas:

Comisión de ética y honorarios
•	 Presidente: Ángel Luis Serrano Casal.
•	 Miembros: Federico Gómez Maline, Jesús Sánchez Caro, Joaquín Vigo Montero y Elena 

Muñoz Manella.

Comisión de intrusismo
•	 Presidente: Manuel Carlos Raposo Lagóstena. 
•	 Miembros: Juan Carlos Cabrera Pascua, Juan Antonio Contreras Jiménez, Juana Solano 

Téllez y Javier Ponciano Vidal.

Comisión de Relaciones Públicas
•	 Presidente: Juan José Álvarez Leiva. 
•	 Miembros: Rosario Galiana Vigo, Francisco Benítez de la Calle, Ángeles María Moreno 

Virués y Juana María Vela Molina.

Comisión de Cultura
•	 Presidente: Jesús Puente Álvarez.
•	 Miembros: Francisca Aragón Torres, María del Mar Cornejo Esteban y Arturo Paz Rivas.


